SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 004
ACCIONANTES: JONATHAN CABRERA BENAVIDES
RADICACIÓN: 6600122040002020-00011-00

MARTHA LUCY BENAVIDES CABRERA

DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECIALES DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / SOLICITUD DE LEVANTAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR / DEBEN AGOTARSE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN ORDINARIOS DENTRO DEL PROCESO PENAL.
… por medio de esta acción constitucional se pretende la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, propiedad…, los que en su sentir fueron desconocidos por la Fiscalía 52 DEEDD de Pereira al decretar medidas cautelares sobre los vehículos de su propiedad, y que se encuentran atados a un proceso de extinción del derecho de dominio.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional recopiló y reiteró los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales  de acuerdo con lo que en tal sentido se determinó en la sentencia C-590/05…
Frente a las pretensiones de los accionantes debe reiterarse que en atención al principio de subsidiariedad  que rige la tutela, esta no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Tal circunstancia comporta una carga para el tutelante a efectos de desplegar todos los medios de impugnación que el sistema jurídico ha dispuesto para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo adicional o complementario al proceso que adelanta el funcionario judicial correspondiente…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de enero dos mil veinte (2020)

                                                                   Acta de Aprobación No. 054
                                                  Hora: 3:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir las tutelas que fueran acumuladas al existir identidad de objeto y finalidad, y que fueran instauradas por los señores JONATHAN DAVID CABRERA BENAVIDES y MARTHA LUCY BENAVIDES CABRERA, contra la Fiscalía 52 de la Dirección Especializada de Extinción del Derecho de Dominio -en adelante DEEDD- de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa, propiedad, honra, buen nombre, trabajo, igualdad, dignidad humana y mínimo vital. 
2.- SOLICITUD 

De la información aportada en sendas acciones de tutela por parte de los accionantes, se desprende lo siguiente: (i) en marzo 28 de 2019 se realizó allanamiento y registro en el domicilio de CARLOS ADALBERTO CABRERA BASTIDAS  en Ipiales (N.), donde fue capturado por concierto para delinquir agravado; (ii) de manera coetánea la Fiscalía 52 DEEDD de Pereira, dentro del proceso 110016099068201900018, profirió orden de apoyo al Fiscal 62 de esa misma unidad, para efectuar embargo y secuestro sobre los automotores hallados en dicho lugar; (iii) se hizo efectiva tal diligencia sobre los vehículos de placas AUV687 y  AVG797, de propiedad de JONATHAN DAVID CABRERA BENAVIDES y MARTHA LUCY BENAVIDES CABRERA y adquiridos con dineros de origen lícito; (iv) las medidas cautelares se ejecutaron antes de proferirse la fijación provisional de la pretensión en el proceso de extinción de dominio, y el octubre 27 de 2019 vencieron los seis meses con los que contaba la Fiscalía para fijación provisionalmente la pretensión o definir si  archivaba la actuación, sin notificárseles determinación alguna y aun así los rodantes continúan con la medida de limitación al dominio; (v)  la accionada ha incumplido su deber de proferir la decisión respectiva, con lo cual se vulnera su derecho al debido proceso; (vi) carecen de otro medio de defensa judicial, ya que al decretar medidas cautelares la Fiscalía tenía la obligación de proferir en seis meses la resolución de fijación de la pretensión o solicitar el archivo de las diligencias, y tal omisión los somete a un estado de debilidad manifiesta al prolongarse en su contra un acto injusto, ilegítimo, arbitrario e ilegal; (vii) con las medidas cautelares se limita su derecho al disfrute, usufructo y libre disposición del bien, cercenándose sus derechos al debido proceso y de dominio, además de causarles un perjuicio irremediable en tanto con dichos vehículos se trasportan a sus lugares de trabajo con el cual obtienen el dinero para atender sus derechos a la salud, vivienda, alimentación, educación, además de afectar otros derechos como el de locomoción, debido proceso y propiedad; y (viii) ante la inoperatividad de la Fiscalía se hace necesario la protección de sus derechos de forma transitoria hasta que se resuelva de manera definitiva la situación jurídica de los automotores de placas AUV687 y AVG797 en la jurisdicción penal.

Piden en consecuencia se le ordene a la Fiscalía 52 DEEDD de Pereira el levantamiento de las medidas de embargo y secuestro y suspensión del poder dispositivo de los referidos vehículos, e igualmente que proceda a su entrega. De manera subsidiaria solicitan que se ordene el levantamiento de dichas medidas cautelares, y de forma provisional la devolución transitoria de los rodantes hasta que sea definido lo pertinente.

3.- CONTESTACIÓN

El despacho corrió traslado de la tutela a la Fiscalía 52 DEEDD de esta capital, e igualmente dispuso vincular a este asunto a quien obra como apoderado de los accionantes en el respectivo proceso, al agente del Ministerio Público que interviene ante el despacho accionado, y al Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio de Cali (V.), los cuales se pronunciaron de la siguiente manera:

- La Fiscal 52 DEEDD de Pereira en relación con la situación esgrimida por los accionantes, señala lo siguiente: (i) es cierto lo relativo a las diligencias de embargo y secuestro realizados a los bienes muebles de propiedad de los accionantes, sin que le conste que los mismos hayan sido adquiridos en las circunstancias a que estos aluden, y por el contrario cuenta con elementos probatorios que enmarcan los vehículos AUV687 y AVG797 dentro de una de las causales de extinción de dominio, y por ende la forma de adquisición de los rodantes deberá ser demostrada ante el Juez Especializado en Extinción de Dominio de Cali (V.); (ii) las medidas cautelares no se adoptaron en la fase inicial, y aclara que la figura de fijación provisional de la pretensión en el proceso de extinción de dominio fue eliminada con la Ley 1849/17, y por ello se presentó demanda de extinción del derecho de dominio; (iii) las medidas se emitieron el mismo día de la demanda, es decir, no se hicieron de manera excepcional o en la fase inicial para que opere el término de los seis meses, y no es cierto que dicha Delegada haya incumplido sus obligaciones procesales, o inobservado términos procesales; (iv) la demanda se remitió al Juzgado Especializado de Extinción de Dominio de Cali (V.) donde se encuentra a despacho para su admisión; (v) al no existir la figura de la fijación provisional de la pretensión, no se ha incumplido ninguna obligación legal y al momento de la materialización de las medidas, se enteró a los accionantes del proceso de extinción en su contra, (vi) aduce que existen otros medios de defensa judicial como el control de legalidad de las medidas cautelares a los cuales pueden acudir, y que no se ha ocasionado perjuicio irremediable alguno, ni mucho menos vulneraciones de rango constitucional, como tampoco pueden pretender los actores que por vía de tutela se surta un trámite que es propio del proceso de extinción de dominio; (vii) mediante esta acción no se puede definir un asunto que es propio del procedimiento de extinción de dominio, máxime que la Fiscalía cuenta con los presupuestos jurídicos y probatorios para proseguir con su pretensión frente a los bienes de los demandados, y (viii)  al no haberse vulnerado derecho fundamental alguno, pide se niegue el amparo reclamado.

- El Coordinador Jurídico del Ministerio de Justicia informa que la intervención en los procesos de extinción del derecho de dominio no implica facultad decisoria ni injerencia alguna en las determinaciones que le competen a los funcionarios judiciales, o en las funciones y competencias de la Sociedad de Activos Especiales -SAE-, en tanto participan en el proceso en igualdad de condiciones a los demás sujetos procesales. Estima que dicha cartera no ha intervenido en los hechos que se mencionan como vulneradores de derechos fundamentales y en consecuencia existe falta de legitimación por pasiva, por lo cual solicita su desvinculación de este trámite.

- La Juez Primera Penal del Circuito Especializada en Extinción de Dominio de Cali (V.), expone lo siguiente: (i) en la etapa preprocesal la Fiscalía decretó medidas cautelares al contar con elementos de juicio razonables para considera que los bienes afectados estar inmersos en una causa de extinción de dominio y por ello ordenó la procedencia respecto de varios bienes, entre ellos los automotores de placas AUV687 y AVG797 de propiedad de los accionantes, quienes no presentaron oposiciones en la fase de instrucción, ni siquiera en la diligencia de embargo y secuestro; (ii) no observa vulneración o amenaza a derecho fundamental alguno, el proceso apenas les llegó y está en turno para calificación respecto de si se admite o no la demanda en la fase de juicio, bajo radicación Nº 76001312000120190007900; (iii) el canon 141 de la Ley 1708/04 señala las actuaciones que pueden realizar los accionantes en nombre propio o en ejercicio del derecho de postulación durante la fase del juicio; (iv) aunque aducen la existencia de un perjuicio irremediable por el secuestro de sus vehículos, no allegaron pruebas de tal situación, en tanto ello debe ser justificado; (v) ante la ausencia de una razón objetiva y fundada en hechos u omisiones reales que amenacen o pongan en peligro derechos fundamentales, no podrá concederse el amparo, máxime que no obra siquiera un indicio que la actuación de la Fiscalía 52 DEEDD haya sido arbitraria; y (vi) al no haber quebrantamiento de los derechos reclamados por los actores, ya que la Fiscalía y ese despacho han garantizado el debido proceso, pide se declare improcedente la acción interpuesta.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de la Fiscalía 52 DEEDD de Pereira (Rda.) con ocasión de las diligencias que se adelantaron dentro del proceso de extinción del derecho de dominio, en el cual se ordenaron medidas cautelares sobre vehículos de propiedad de los señores JONATHAN DAVID CABRERA BENAVIDES y MARTHA LUCY BENAVIDES CABRERA, se quebrantaron sus derechos fundamentales.

5.2.- Solución a la controversia

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con las manifestaciones realizadas por los accionantes, por medio de esta acción constitucional se pretende la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, propiedad, honra, buen nombre, trabajo, igualdad, dignidad humana y mínimo vital, los que en su sentir fueron desconocidos por la Fiscalía 52 DEEDD de Pereira al decretar medidas cautelares sobre los vehículos de su propiedad, y que se encuentran atados a un proceso de extinción del derecho de dominio.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
 de acuerdo con lo que en tal sentido se determinó en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Frente a las pretensiones de los accionantes debe reiterarse que en atención al principio de subsidiariedad
 que rige la tutela, esta no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Tal circunstancia comporta una carga para el tutelante a efectos de desplegar todos los medios de impugnación que el sistema jurídico ha dispuesto para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo adicional o complementario al proceso que adelanta el funcionario judicial correspondiente, pues se correría el riesgo de vaciar de contenido las competencias de las distintas autoridades judiciales e implicaría un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de la jurisdicción constitucional, y solo procedería al acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable o que los recursos o medios a su alcance no resulten idóneos para la protección de los derechos afectados, como lo tiene sentado la jurisprudencia nacional
. 

Así mismo, frente a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, la Alta Corporación explicó:

“La doctrina constitucional igualmente ha sido clara en señalar que cuando se trata de providencias judiciales, la acción de tutela solamente resulta procedente de manera excepcional, pues como regla general la inconformidad de las partes con lo resuelto por los funcionarios judiciales ha de ser planteada y debatida en forma oportuna, acudiendo para ello a los medios de impugnación instituidos en los códigos de procedimiento.

No obstante, por vía jurisprudencial se ha venido decantando el alcance de tal postulado, dando paso a la procedencia de la acción de tutela cuando se trate de actuaciones que carezcan de motivación o fundamento objetivo, contrariando su voluntad para hacer imperar la arbitrariedad y el capricho del funcionario, o resulten manifiestamente ilegales, de ahí que, por excepción se permitirá que el juez de tutela pueda intervenir en orden a hacer cesar los efectos nocivos que la causal especial de procedibilidad detectada puede ocasionar en relación con los derechos fundamentales” 

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en el presente evento, se advierte que los accionantes no cumplieron con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender que por vía constitucional se le ordene a la Fiscalía 52 DEEDD, en contravía de la decisión adoptada dentro del proceso de extinción del derecho de dominio que se adelanta en su contra y donde fueron aprehendidos materialmente los vehículos de placas AUV687 y AVG797 cuya propiedad reclaman, proceda a disponer el levantamiento de las medidas cautelares decretadas en ese asunto.

Como se indicó en el curso de este trámite, no obstante que los hechos que a la hora de ahora tildan como trasgresores de sus derechos fundamentales, los mismos tuvieron ocurrencia en marzo 28 de 2019 y no realizaron oposición alguna al procedimiento de embargo y secuestro de sus respectivos automotores. Y si bien es cierto tal determinación judicial carece de recursos, la misma sí está sometida al control de legalidad por parte de los jueces de Extinción del Derecho de Dominio de conformidad con lo reglado en los artículos 112
 y 113
 de la Ley 1708/14, como medio ordinario de defensa judicial ante la resolución proferida por el órgano persecutor.

Era en consecuencia en el interior del referido proceso donde los hoy accionantes debían manifestar las razones de inconformidad con la decisión proferida por la Fiscalía, y ello comporta igualmente predicar que al encontrarse actualmente en curso el proceso de extinción del derecho de dominio que se surte en contra de los citados ciudadanos, es en el interior del mismo donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que aquí se reclaman, como quiera que: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
 

 
Lo anterior, aunado a que en la actualidad la actuación se encuentra radicada ante el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado en Extinción del Derecho de Dominio de la ciudad de Cali (V.), toda vez que la Fiscalía ya radicó ante el mencionado despacho la correspondiente demanda, misma que está a la espera de que se decida sobre su respectiva admisión.  Ello como una razón de más para considerar que no es la vía constitucional la llamada a resolver la problemática formulada por los accionantes, en tanto estos pueden hacer uso de los mecanismos jurídicos que la ley les confiere para procurar la protección de sus derechos.

Mírese incluso, que en sede del juicio de extinción de dominio, y acorde con lo contemplado en el artículo 141
  de la Ley 1708/14, a título propio o por intermedio de apoderado, los interesados podrán allegar pruebas para demostrar, como así se entiende de lo referido en esta acción, que fueron compradores de buena fe de los vehículos que fueron objeto de la medida cautelar, y que por ende les deben ser devueltos. Será por tanto finalmente el juez natural quien debe adoptar una decisión de fondo a ese respecto.

Debe tenerse en cuenta, de todas formas y para claridad de los demandantes, que el canon 89 de la Ley 1708/14 al cual hacen referencia, fue modificado por la Ley 1849/17
, y en esta se eliminó la “fijación provisional de la pretensión” para en su lugar incluir la “demanda de extinción de dominio”, en consonancia con lo reglado en el canon 34
  ídem.

De otro lado, y aunque los actores indican que con la determinación adoptada por la Fiscalía de restringirles el uso, goce y disfrute de sus respectivos rodantes, se les ocasiona un perjuicio irremediable, ello se queda solo en esa mera manifestación, al no demostrar ni siquiera sumariamente la ocurrencia de tal menoscabo, en tanto el hecho de decir que al no contar con estos carecen de forma de transportarse a sus lugares de trabajo con el cual perciben sus recursos económicos, lo que además afecta otros derechos, no es suficiente para pregonar perjuicio alguno. Lo dicho, en cuanto pueden hacer uso de otros medios de locomoción diferente a sus vehículos para trasladarse al sitio donde ejercen sus obligaciones laborales. Adicionalmente, no se acreditó que padecieran de alguna enfermedad o discapacidad que los obligara a hacer uso de manera exclusiva de los automotores cuya entrega reclaman por esta vía. Precisamente sobre ello la Corte Constitucional ha indicado:

"[…] es importante indicar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha considerado como condición necesaria para establecer la procedencia de la acción de tutela, que el perjuicio irremediable se encuentre acreditado en el expediente, así sea en forma sumaria. No obstante, la Corporación ha aclarado que el accionante puede cumplir con esta carga, mencionando al menos los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de un perjuicio irremediable, en consideración a la jerarquía de los derechos cuyo amparo se solicita mediante la acción de tutela y a la naturaleza informal de este mecanismo de defensa judicial"
 

En ese orden de ideas, no se observa razón alguna para los accionantes hayan dejado de concurrir a las instancias pertinentes con miras a la defensa de sus derechos, y por el contrario acuden a este mecanismo subsidiario, el cual, se itera, no es la vía apropiada para procurar su amparo.

De conformidad con lo analizado, se declarará la improcedencia de la acción.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela propuesta por los señores JONATHAN DAVID CABRERA BENAVIDES y MARTHA LUCY BENAVIDES CABRERA.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Cfr. Sentencia T-313/05.


� Cfr. Sentencia T-649/16.


� Sentencias SU-026/12; SU-424/12, reiteradas en sentencia T-103/14  


� Finalidad y alcance del control de legalidad a las medidas cautelares. El control de legalidad tendrá como finalidad revisar la legalidad formal y material de la medida cautelar, y el juez competente solo declarará la ilegalidad de la misma cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 


1. Cuando no existan los elementos mínimos de juicio suficientes para considerar que probablemente los bienes afectados con la medida tengan vínculo con alguna causal de extinción de dominio. 


2. Cuando la materialización de la medida cautelar no se muestre como necesaria, razonable y proporcional para el cumplimiento de sus fines. 


3. Cuando la decisión de imponer la medida cautelar no haya sido motivada. 


4. Cuando la decisión de imponer la medida cautelar esté fundamentada en pruebas ilícitamente obtenidas.   


� Procedimiento para el control de legalidad a las medidas cautelares. El afectado que solicite el control de legalidad debe señalar claramente los hechos en que se funda y demostrar que concurre objetivamente a alguna de las circunstancias relacionadas en el artículo anterior. La presentación de la solicitud y su trámite no suspenden el cumplimiento de la providencia ni el curso de la actuación procesal. 


    Formulada la petición ante el Fiscal General de la Nación o su delegado, este remitirá copia de la carpeta al juez competente que por reparto corresponda. Si el juez encontrare infundada la solicitud la desechará de plano. En caso contrario, la admitirá y surtirá traslado común a los demás sujetos procesales por el término de cinco (5) días. 


    Vencido el término anterior, el juez decidirá dentro de los cinco (5) días siguientes. Las decisiones que tome el juez en desarrollo del presente artículo, serán susceptibles del recurso de apelación.   


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� Traslado a los sujetos procesales e intervinientes. Dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del auto admisorio de la demanda, los sujetos e intervinientes podrán:   1. Solicitar la declaratoria de incompetencia, impedimentos, recusaciones o nulidades, 2. Aportar pruebas, 3. Solicitar la práctica de pruebas, 4. Formular observaciones sobre la demanda de extinción del derecho de dominio presentado por la Fiscalía si no reúne los requisitos. El juez resolverá sobre las cuestiones planteadas dentro de los cinco (5) días siguientes, mediante auto interlocutorio [...]”


�“Medidas cautelares antes de la demanda de extinción de dominio. Excepcionalmente, el Fiscal podrá decretar medidas cautelares antes de la demanda de extinción de dominio, en casos de evidente urgencia o cuando existan serios motivos fundados que permitan considerar la medida como indispensable y necesaria para cumplir con alguno de los fines descritos en el artículo 87 de la presente ley. Estas medidas cautelares no podrán extenderse por más de seis (6) meses, término dentro del cual el Fiscal deberá definir si la acción debe archivarse o si por el contrario resulta procedente presentar demanda de extinción de dominio ante el juez de conocimiento”. Ello para señalar, contrario a lo referido por los accionantes, que la norma en vigencia no contempla la fijación provisional de la pretensión.


� “Elimínese el epígrafe "Capítulo II. Fijación Provisional de la Pretensión" del Capítulo � HYPERLINK "https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=56475" \l "L.3.T.4.C.2" �II� del Título IV del Libro III de la Ley 1708 de 2014”.


� Sentencia T-061 de 2017. 
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